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Las instituciones 
económicas en la nueva 
Constitución Política  
del Estado

Juan Antonio Morales

Resumen:
Visualizar las implicancias económicas de la Nueva Constitución Política 
del Estado promulgada en Bolivia es de crucial importancia para el desa-
rrollo futuro del país. El artículo inquiere en estas implicancias a partir de 
un estudio del texto constitucional y de comentarios ya realizados por otros 
analistas. La nueva Constitución tiene una tradición estatista de raíces o 
resonancias socialistas muy popular en América Latina. Si bien no es orto-
doxa en este sentido, tiene claramente una voluntad de dar al Estado mayor 
preponderancia y presencia en la realidad económica nacional. Esto puede 
tener serias consecuencias negativas en temas como la inversión privada, 
la propiedad privada y la autonomía del banco central, y puede dificultar 
seriamente el desarrollo nacional de hacer más extensiva su filosofía social 
y económica de sesgo marcadamente socialista y comunitario.

Palabras clave: Propiedad privada, inversión privada, autonomía bancaria, 
economía comunitaria, estatismo económico.

Abstract:
Display the economic implications of the New State Constitution adopted in 
Bolivia is of crucial importance for the country’s future development. The 
article inquires into these implications from a study of the constitutional text 
and comments already made by other analysts. The new Constitution has 
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Introducción
El propósito de este estudio es ana-
lizar la Nueva Constitución Política 
del Estado (NCPE), aprobada en el 
referendo del 25 de enero del 2009 y 
promulgada el 7 de febrero de 2009, 
desde el punto de vista de la nueva 
economía institucional. Se reco-
gen también y, en algunos casos se 
reinterpretan, los valiosos trabajos 
compilados por la Fundación Mile-
nio (2008) sobre lo que era todavía el 
proyecto de NCPE, en su etapa final.

De más en más en el pensamiento 
acerca del desarrollo económico se 
insiste en la importancia de las insti-
tuciones. La institución por excelen-
cia de un país es la Constitución Po-
lítica del Estado. Usaremos para los 
fines del estudio la definición de Nor-
th (2005: 59) “Las instituciones son 
las reglas de juego, las organizaciones 
son los jugadores. Es la interacción 
de los dos que le da forma al cambio 
institucional”. Más adelante North 
añade: “Instituciones son las restric-
ciones que los seres humanos impo-
nen a la interacción humana. Esas 
restricciones (junto con las restric-
ciones estándar de la economía) defi-
nen el conjunto de oportunidades de 
la economía” (North, 2005:59). Ellas 
deben ser entendidas como definien-
do la estructura de incentivos inten-

cionales de una sociedad. Acemoglu, 
Johnson y Robinson (2004) añaden: 
“son las instituciones económicas las 
que en última instancia moldean la 
prosperidad de las naciones...socie-
dades con instituciones que faciliten 
e incentiven la acumulación de fac-
tores, la innovación y la asignación 
eficiente de factores prosperarán” 
(2004:2).

El tema del respeto a los derechos de 
propiedad privada es central en la ar-
gumentación de los economistas de la 
nueva escuela institucional. Siguiendo 
esa línea de pensamiento, prestaremos 
particular atención en este artículo a 
ellos. Según Acemoglu, Johnson y Ro-
binson (2004), “Debe haber respeto 
de los derechos de propiedad para un 
amplio sector de la economía, de tal 
manera que todos los individuos ten-
gan un incentivo para invertir, innovar 
y participar en la actividad económi-
ca. Debe haber también un grado de 
igualdad de oportunidades en la socie-
dad, incluyendo aspectos como el de 
la igualdad ante la ley, de tal manera 
que todos aquellos que tengan buenas 
oportunidades de inversión, puedan 
aprovechar de ellas” (Acemoglu et al., 
2004:12).

Los temas institucionales y en espe-
cial los textos constitucionales im-
portan, mucho más de lo que se su-

a statist tradition of socialist roots and resonances very popular in Latin 
America. While it is not orthodox in this sense, clearly has a desire to give 
the state greater prominence and presence in the national economic reality. 
This can have serious negative consequences on issues such as private 
investment, private property and central bank autonomy, and can seriously 
hamper national development to make more extensive social and economic 
philosophy of societal and community bias.

Key words: Private property, private investment, bank autonomy, community 
economy, economic statism.
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pone corrientemente, para delinear 
las trayectorias de desarrollo econó-
mico o aun para facilitar la salida de 
una crisis, como lo hace notar Garga-
rella (2008). Los temas económicos 
son transversales en la NCPE yno se 
limitan a lo contenido en la Cuarta 
Parte, que tiene por título Organiza-
ción Económica del Estado.

En una interpretación benévola, aun-
que tal vez forzada, se puede pensar 
quelas instituciones económicas de 
laNCPE se alejan de un economicis-
mo estrecho. Estarían más alineadas 
con la concepción de Sen (2000:3), 
que visualiza al desarrollo como un 
proceso de expansión de las liberta-
des reales de las que goza la gente. 
Ésta es una concepción humanística 
del desarrollo que va mucho más allá 
de la idea de prosperidad medida por 
el crecimiento del producto interno 
bruto o de otros indicadores de simi-
lar índole. Sen nos dice que hay que 
prestar atención a los fines para los 
cuales el desarrollo importa y no tan 
sólo a los medios. La vinculación con 
el pensamiento de Sen se ve reforza-
da en que la NCPE, siguiendo la tra-
dición latinoamericana de “constitu-
cionalismo social”, también recogida 
en algunos textos de la Organización 
de Naciones Unidas, lista una gran 
cantidad de “derechos”1.

Más prosaicamente, la NCPE emerge 
de un conflicto por el poder y del deseo 
del partido de gobierno, el Movimiento 
al Socialismo, de darle permanencia a 
su ejercicio. El mantenimiento en el 
poder fue una motivación importante 

para lograr tormentosamente la apro-
bación de la NCPE. La NCPE recoge 
también las demandas de los actores 
políticos y económicos que se sentían 
perdedores con el anterior modelo de 
desarrollo.

La NCPE representa fundamental-
mente la consolidación de jure dela 
redistribución política de facto del 
poder político que ha acontecido 
desde fines de 2005, en un contex-
to en el que las élites económicas 
orientadas a los mercados tenían una 
situación de gran debilidad como 
para oponerse a las demandas no 
sólo de los trabajadores sino de los 
movimientos sociales emergentes. 
Algunos de esos movimientos están 
ligados al mercado, con operaciones 
de pequeña escala, como los comer-
ciantes minoristas de las ciudades de 
El Alto y La Paz2.

Autores como Gargarella (2008) ven 
a la NCPE como una reacción a las 
políticas neoliberales que se adopta-
ron en América Latina (incluyendo 
Bolivia) a fines del siglo pasado. La 
NCPE cierra la puerta a ese tipo de 
políticas que se habían cobijado en 
las anteriores constituciones3. Para 
los autores de la NCPE, la reforma 
constitucional era importante jus-
tamente porque las anteriores cons-
tituciones, y especialmente la de 
1967, habían sido compatibles con 
las políticas neoliberales de fines del 
siglo pasado.

En contraposición, Urioste (2008) ve 
a la NCPE, no como una ruptura con 
la tradición constitucional anterior 

1. Es interesante notar el paralelismo existente entre la ley internacional contemporánea, consignada en gran parte en los textos 
de Naciones Unidas, y la concepción de Sen del desarrollo, como lo hace notar Chimmi (2008). Desafortunadamente, muchos 
de esos derechos son inejecutables o cuyo cumplimiento es de difícil verificación. Es más, esos derechos crean compromisos 
de gasto público que pudiesen no ser financiables.

2. Es su escala el factor que las diferencia de las élites industriales, comerciales y financieras tradicionales.

3. La siguiente oración extractada del preámbulo de la NCPE es ilustrativa: “Dejamos en el pasado al Estado colonial, republica-
no y neoliberal”. La cursiva es del autor.
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las reformas de 1994 y de 2004, sino 
como una profundización del espíri-
tu estatista que tiene raíces profun-
das en nuestras instituciones. Así, 
por ejemplo, Whitehead (2008) hace 
notar que la Constitución de 1936 
era de nacionalismo económico y 
social. Las reformas constitucionales 
de 1961 y 1967 están también en la 
misma línea. El problema habría es-
tado no en las constituciones sino en 
cómo no fueron aplicadas.

Urioste (2008) encuentra que casi 
todas las disposiciones de la NCPE 
ya estaban en la Constitución vigen-
te anteriormente, pero menos explí-
citamente. Admite, con todo, que la 
NCPE trae innovaciones importantes 
como las de trocar el principio jurídi-
co universalmente aceptado de justi-
cia social por un criterio ético-moral 
propio de las poblaciones originarias 
de Bolivia, como sería el “suma qa-
maña” o vivir bien. Subraya la dife-
rencia, importante a nuestro enten-
der, con la anterior Constitución en 
cuanto a la ampliación de la propie-
dad estatal y a las exclusiones dirigi-
das a la actividad privada.

El documento está organi-
zado de la siguiente ma-
nera. En la sección 1 se 
presenta una discusión 
de lo que pensamos son 
las raíces intelectuales 
de la NCPE. En esta 
sección se contrasta la 
visión etnográfica que ha 
venido a predominar en Boli-
via con los temas clásicos de 
la literatura del surgimiento 
de la propiedad privada. 
En la sección 2 se ana-
liza el tratamiento de la 
propiedad privada en la 

NCPE y se insiste en los riesgos de 
expropiación. La sección 3 trata la 
extensión de la esfera estatal y las in-
sinuacionespara establecer una eco-
nomía de planificación centralizada. 
La sección 4 está dedicada al trata-
miento de los recursos naturales. Se 
ha de destacar la centralidad de este 
tratamiento en toda la NCPE. En la 
sección 5 se contrastan las políticas 
fiscales, monetarias y financieras de 
la NCPE con la legislación ya existen-
te. En la sección 6 se concluye.

1. Las raíces 
intelectuales  
de la NCPE
Los valores, preferencias y creencias 
personales de los autores de la NCPE 
han sido un determinante importante 
para su elaboración aun si los orígenes 
tienen raíces más profundas que han 
de encontrarse en las instituciones y 
en los conflictos por la distribución 
del poder político. El punto a subra-
yar es el que los líderes políticos que 
convocaron a la Asamblea Constitu-

yente tenían una visión de lo que es 
socialmente eficiente muy dife-

rente de sus predecesores 
en el Gobierno. Hay en 
la NCPE una intención 
muy deliberada de dife-
renciación con el mode-
lo anterior, neoliberal.

La NCPE se nutre de esa 
amalgama de nacionalis-

mo con marxismo, a menu-
do trostkysmo, que ha predo-
minado en las universidades 
estatales bolivianas desde los 

años cuarenta, como en 
el resto de América Lati-
na. Siendo un documen-
to ecléctico, junta ideas 
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del socialismo utópico del siglo XIX 
y del indigenismo de los últimos tres 
lustros. La posibilidad de una tercera 
vía entre el capitalismo y el socialis-
mo es una idea fuerza de la NCPE. 
Está también inserta, en un lugar de 
privilegio, en la NCPE la visión de un 
desarrollo nacional basado en los re-
cursos naturales4.

La NCPE toma como modelo para 
la estructura y la organización eco-
nómica del estado una economía 
plural, constituida por las formas de 
organización económica comunita-
ria, estatal, privada y social coope-
rativa. Insiste en que la economía 
plural articula las cuatro formas de 
organización económica sobre los 
principios de complementariedad, 
reciprocidad, solidaridad, redistri-
bución, igualdad, seguridad jurídica, 
sustentabilidad, equilibrio, justicia y 
transparencia (artículo 306, párrafo 
III de la NCPE). Se subraya que la 
economía social y comunitaria com-
plementará el interés individual con 
el bien colectivo5.

La fraseología que atraviesa la NCPE 
recoge una vieja tradición latinoame-
ricana de propuesta de utopías. Por 
ejemplo, es interesante comparar los 
enunciados con las posiciones deba-
tidas en nuestro vecino Perú duran-
te los gobiernos militares de Velasco 
Alvarado y de Morales Bermúdez. 
Al igual que en la NCPE, el discurso 
oficial giraba alrededor del “pluralis-
mo económico”, encuadrado en el 
humanismo y la participación plena 
del pueblo en todos los aspectos del 

proceso de cambio, con una reitera-
ción de los temas de equidad, armo-
nía y paz entre los sectores. Se insis-
tía también en la movilización de las 
masas, como en nuestro país en los 
llamados movimientos sociales. Se 
estaba en la búsqueda de una socie-
dad democrática ideal.

Fue típica de los militares centristas 
peruanos una visión voluntarista de 
las transformaciones económicas y so-
ciales. En su discurso eran frecuentes 
las referencias a una “nueva mentali-
dad” y que el espíritu de cooperación 
había penetrado ala población en su 
conjunto -trabajadores, campesinos 
y capitalistas6. A pesar del discurso 
oficial y de los experimentos de eco-
nomía comunitaria, la organización 
social predominante fue la estatal, 
lo que lleva a caracterizar el modelo, 
que no ha sido extraño para nosotros, 
de capitalismo de Estado7.

La misma idea de economía comuni-
taria, como se verá más adelante, tan 
central en la NCPE, se tradujo en va-
rios experimentos durante los gobier-
nos militares peruanos, como dan 
testimonio las Sociedades Agrícolas 
de Interés Social (SAIS) y de algún 
modo las Comunidades Industriales 
(CI), en las que los trabajadores par-
ticipaban en el gobierno corporativo 
de las empresas y en las utilidades. 
Esos experimentos cesaron con el re-
tiro de los militares del poder. 

El papel que tuvieron los militares 
centristas en proponer sus utopías 
comunitarias ha sido tomado en Boli-
via por las Organizaciones No Guber-

4. Esta visión ha sido coincidente paradójicamente con la de los pensadores más liberales de Bolivia y de América Latina, que 
tenían un desdén por toda forma de desarrollo que no estuviera basada en los recursos naturales., en especial con el modelo 
de industrialización por sustitución de importaciones.

5. En los artículos de la NCPE dedicados a la economía comunitaria pueden percibirse las ideas, entre otras, de Robert Owen, 
Jacques Maritain, los kibutz de Israel, los generales Juan Domingo Perón de la Argentina y Juan Velasco Alvarado del Perú.

6. Para una discusión más completa de las ideologías de los militares peruanos véase L. North (1983).

7. Para una presentación completa del experimento peruano véase McClintock y Lowenthal (1983). 
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aquéllas con fuerte participación de 
antropólogos. Basados en sus estu-
dios de comunidades indígenas han 
confeccionado un proyecto de socie-
dad basada en sus valores. El núcleo 
del proyecto está sintetizado en la 
frase aymara “suma qamaña” o bien 
convivir, que se ha vuelto un princi-
pio ordenador en la NCPE. 

El antropólogo Xavier Albó, director 
de la ONG CIPCA, es tal vez el que 
mejor expresa esta visión. Comienza 
reconociendo que el “suma qama-
ña” tiene algo de utopía y que más 
utópico es todavía su lugar preferen-
cial en la NCPE. El “suma qamaña” 
parte del intercambio de dones y ser-
vicios, y de las redes comunitarias a 
las que da lugar. Las prácticas de las 
comunidades muestran una

lógica distinta [a la occidental] persis-
tente sobre todo en las comunidades 
rurales. En ellas, como se habrá podido 
observar, esa manera de bien común 
va rebalsando de la esfera familiar a 
la comunal y más allá y no es tan sólo 
una cuestión social sino también po-
lítica, ritual-sacral y hasta cósmica” 
(Albó, 2009).

Albó expresa el deseo de que con 
la NCPE se generalice para todos el 
suma qamaña. Coinciden con este 
punto de vista antropólogos como 
Temple, al que cita Albó (Albó, 
2009), imbuidos por la creencia 
rousseauniana del “buen salvaje” y 
que insisten en los principios más 
inclusivos y holísticos de los pueblos 
indígenas, contrastándolos con el en-
foque más economicista y diseccio-
nador de los modelos dominantes de 
desarrollo económico.

Las críticas que se pueden hacer a 
este ensayo de generalización del 

suma qamaña son varias. Nos apo-
yaremos en Demsetz (1967) para lo 
esencial de nuestra argumentación. 
Ella tiene como pilar fundamental los 
derechos de propiedad. Hay una re-
lación estrecha entre externalidades 
y derechos de propiedad. Los econo-
mistas llaman externalidades a los 
efectos que puede producir la activi-
dad de consumo o de producción de 
un actor económico sobre el consumo 
o la producción de otras personas que 
no están involucradas directamen-
te en la transacción. Los efectos son 
pues indirectos en cuanto la persona 
que esté ejerciendo la actividad eco-
nómica goza de los beneficios o causa 
costos a otras personas, sin pagar por 
ellos. Cuando hay externalidades, los 
productores o los consumidores no 
pagantodos los costos ni cosechan to-
dos los beneficios de la actividad eco-
nómica. Se internalizan las externali-
dades cuando el que causa los efectos, 
consumidor o productor, se beneficia, 
alternativamente asume los costos de 
ellos enteramente.

Toda actividad económica tiene efec-
tos no solamente para los que están 
involucrados en la transacción sino 
también para otras personas. Lo que 
convierte esos efectos en externa-
lidades es cuando el costo de llevar 
los beneficios a todos los que se be-
nefician o de hacer pagar los costos 
a todos los que perjudican es tan alto 
que no vale la pena asumirlo.

La propiedad comunitaria ha estado 
históricamente limitada a las propie-
dades en zonas agropecuarias, sobre 
todo en áreas de pastoreo y de caza.
Aun en el área rural, las desventajas 
de la propiedad comunal, como el so-
brepastoreo o la sobrecaza, son bien 
conocidos. Las externalidades que 
crea un pastor o un cazador sobre el 
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resto de pastores o cazadores pueden 
ser significativas. Dependiendo de 
cuán significativos son, habrá me-
nor o mayor persistencia a la forma 
de organización comunitaria. En co-
munidades aisladas de los mercados, 
esas externalidades pueden no ser 
muy significativas y por lo tanto se 
mantendrá la organización comuni-
taria. En cambio, si las comunidades 
están integradas a los mercados de 
productos e insumos, las externalida-
des pueden ser muy significativas, lo 
que hace que la organización comu-
nitaria sea poco funcional y tienda a 
desaparecer8. Si la tierra, dadas las 
oportunidades de mercado, se vuel-
ve suficientemente escasa y valiosa, 
sus habitantes encontrarán que es 
más eficiente su privatización. Si un 
pastor encuentra que produce menos 
lana o carne que la que podría pro-
ducir debido a las externalidades im-
puestas por los otros pastores, y que 
esa lana o esa carne tienen un valor 
mercantil, entonces sentirá que pue-
de mejorar su situación y su ingreso 
con propiedad privada.

En comunidades con un pequeño nú-
mero de miembros se puede acordar, 
en principio, medidas para evitar el 
sobrepastoreo o la sobrecaza, pre-
servando la propiedad común. Usos 
y costumbres como los del ayni (re-
ciprocidad) pueden tener ese efecto. 
Empero, los problemas de concerta-
ción y coordinación se vuelven for-
midables a medida que aumenta el 
tamaño de la comunidad. Los proble-
mas de vigilancia del cumplimiento 
de los acuerdos se vuelven también 
inmanejables. Los incentivos para 

abstenerse de acordar (“hold out”) 
son también muy elevados. 

Los acuerdos para limitar la produc-
ción y así evitar el sobrepastoreo o la 
caza excesiva se vuelven todavía más 
difíciles porque es muy difícil estimar 
los beneficios y los costos expecta-
ticios de las futuras generaciones de 
derechohabientes sobre las tierras 
comunitarias. En las propiedades co-
munitarias los beneficios y costos se 
diluyen entre todos los miembros de la 
comunidad.

Es la concentración de beneficios y 
costos en propiedades privadas la 
que crea incentivos para una utili-
zación más eficiente de los recursos. 
Además los costos de negociación y 
de transacción se reducen muy fuer-
temente, lo que tiene implicaciones 
para la eficiencia. El “suma qamaña” 
puede tener virtudes ético-morales, 
que no se las discute, pero no es una 
institución apropiada para promover 
la mejor utilización de los recursos y 
para el crecimiento económico.

Con mayor razón, el desarrollo indus-
trial, que es posible sólo si hay merca-
dos desarrollados, exige una definición 
clara de derechos de propiedad. La-
mentablemente, esta definición clara 
y sin ambigüedades está ausente de la 
NCPE.Si se adopta un sistema basado 
en la iniciativa individual, la lógica y 
la experiencia histórica dirían que 
debe hacérselo sin servidumbres re-
dundantes o inútiles9. Es crucial tener 
derechos de propiedadbien definidos y 
bien desarrollados que promuevan la 
productividad aumentando la eficien-
cia de los mercados (North, 2005:1).

8. Hay una rica literatura sobre los temas de “bolsa común” o “tragedia de lo común”, que hace notar que lo que puede ser 
un comportamiento óptimo para un miembro de la comunidad, tomado individualmente, no lo será para el conjunto de la 
comunidad 

9. Por cierto, la propiedad privada habrá de tener limitaciones, pero ellas deberán derivarse del principio según el cual solamen-
te tienen razón de ser si su goce perjudica al conjunto de la sociedad o impide que la propiedad privada esté ampliamente 
distribuida.
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privada en la NCPE
El artículo 56 de la NCPE reconoce el 
derecho a lapropiedad privada, pero 
con limitaciones. Se ha argüido que 
el artículo 56 de la NCPE (menos su 
inciso III) no es sino una fusión de los 
artículos 7 inciso i y 22 de la Consti-
tución Política del Estado (CPE) an-
terior. El artículo 56 (más el artículo 
57) de la NCPE va empero más allá 
de ser una simple reproducción de 
la anterior CPE, porque sufre varias 
transformaciones. Ya no es más un 
derecho fundamental de las perso-
nas, como lo estipulaba el artículo 
7 de la anterior CPE, y se convierte 
en un derecho económico y social. 
Es cierto que la NCPE señala que no 
existe “ni jerarquía ni superioridad” 
de los derechos, pero deja la suscep-
tibilidad de que hace más contesta-
ble al derecho de propiedad.

La NCPE no ofrece suficiente protec-
ción contra los riesgos de expropia-
ción. En la anterior CPE, la evidencia 
de incumplimiento de una función 
social tenía que ser muy fuerte para 
limitar el derecho propietario. El ar-
tículo 22 daba un contenido operati-
vo al derecho fundamental al admitir 
expropiaciones solamente cuando las 
propiedades privadas producían ex-
ternalidades negativas, o cuando no 
cumplían una función social califica-
da conforme a ley. La limitación al 
derecho de propiedad privada podía 
venir solamente para que el poseedor 
de la propiedad internalice los efec-
tos externos negativos que su propie-
dad podía producir. Ahora, el cambio 
de matiz de derecho fundamental a 
derecho económico y social da lugar 
a pensar que la NCPE no va a tener 
requerimientos tan fuertes. Además, 

hay que añadir las otras estipulacio-
nes de la NCPE, a las que nos referi-
remos más adelante.

El problema con el artículo 56 de la 
NCPE (y con los otros artículos de la 
estructura y organización económica 
de la NCPE) no es obviamente para 
las personas que poseen uno o más 
bien inmuebles, sino para las grandes 
empresas (que no sonnecesariamen-
te latifundios improductivos) y para 
la apropiación de sus rentabilidades 
por quienes desean invertir, arries-
gando sus capitales. Por otra parte, la 
NCPE parece contemplar solamente 
la propiedad de bienes raícesy ha ig-
norado la importancia creciente de 
los mercados financieros -donde la 
propiedad es sobre activos financie-
ros- y de las patentes -que al asegurar 
la propiedad intelectual permite la 
innovación tecnológica. La función 
social deeste tipode propiedades es 
más difícil de precisar. En el caso de 
activos financieros, la especulación 
que los acompaña, siempre y cuan-
do se mantenga dentro de los lími-
tes bien definidos y sea supervisada, 
puede aumentar la eficiencia de los 
mercados financieros. Especulación 
tiene una connotación peyorativa. 
Las patentes, por su parte, esenciales 
para promover el progreso tecnoló-
gico y el aumento de productividad, 
tienen empero efectos negativos de 
exclusión, por lo que podrían ser 
consideradas a primera vista como 
no cumpliendo una función social. 

La NCPE es particularmente insistente 
con la función económica social para 
las propiedades rurales (artículo 397) 
y para los recursos naturales como 
los recursos mineros (artículo 370, 
párrafo III). El alcance del principio 
de que la propiedad privada cumpla 
una función económica social tiene 
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particular pertinencia para evitar los 
latifundios improductivos que resul-
tan de acaparar tierras sin trabajarlas, 
dejando sin ellas a numerosos peque-
ños campesinos. Es apelando al prin-
cipio de la función económica social, 
que ya estaba en las constituciones 
anteriores, que se promulgaron 
el DS 3471 de 1953 y las le-
yes 1715 de 1996 y 3545 
de 2006, que reforman 
la propiedad agraria. Es 
importante subrayar 
que estas legislaciones 
dieron lugar (o pueden 
dar lugar) no sólo a una 
redistribución de la tierra 
sino también a una del poder 
político10. Se ha de recordar que la 
reforma agraria de 1953 fue una refor-
ma radical aun si sólo estuvo confina-
da al occidente del país.

Como ya se ha dicho, el requeri-
miento impuesto a la propiedad pri-
vada de gran extensión estaba ya en 
las constituciones bolivianas desde 
1938. También, como nos lo recuer-
da Gargarella(2009), son muchos los 
países de América Latina (incluyendo 
a Brasil y a la Argentina) que consti-
tucionalmente se refieren a la función 
social que tiene que tener lapropie-
dadPor otra parte, es importante su-
brayar que la NCPE respeta derechos 
adquiridos, en el sentido de que los lí-
mites a la propiedad agraria se aplica-
rán a predios que hayan sido adquiri-
dos con posterioridad a su entrada en 
vigencia (artículo 399 de la NCPE).

Sin embargo, reflejo de la desconfian-
za en la institución de la propiedad 

privada, la NCPE reconoce cuatro 
formas de propiedad: comunitaria, 
estatal, privada y social cooperativa 
(artículo 306). El artículo 307 del tex-
to constitucional parece privilegiar la 
propiedad comunitaria, pero sus al-

cances no están bien definidos Sería 
de lamentar que esta prelación 

fuerce a formas colectivas 
de propiedad, de las cua-
les hay numerosas histo-
rias de fracaso. Se hace 
hincapié en que la ex-
tensión de la propiedad 
comunitaria a sectores 
no agropecuarios sería 

muy problemática, como 
lo demuestran las experiencias 

de la historia contemporánea11.

La NCPE prohíbe los monopolios, los 
oligopolios privados y toda forma de 
asociación de oferentes que preten-
da el control y la exclusividad en la 
producción y la comercialización de 
bienes y servicios. Esta prohibición 
va más allá del criterio generalmente 
aceptado de que la Constitución no 
debe permitir legislaciones que im-
pidan el acceso libre a los mercados, 
excepto tal vez transitoriamente. Esto 
es muy diferente a que por las propias 
condiciones del mercado surjan de 
facto monopolios u oligopolios.

La sutileza está en que había que 
cuidar que la legislación no conceda 
privilegios especiales a grupos de pro-
ductores, lo que penalizaría a los con-
sumidores y, más grave aun, reduciría 
la eficiencia de la economía y su cre-
cimiento de largo plazo. En cambio, 
las prohibiciones, en muchos casos, 

10. La aplicación de la ley 1715, ley del Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), fue empero ampliamente inefectiva, en 
gran parte porque las instancias burocráticas del INRA fueron capturadas por los terratenientes.

11.  En esos experimentos se ha tratado, sea de reproducir los arreglos sociales del Medioevo, basados en corporaciones de 
maestros y aprendices, sea de dar vigencia a empresas de propiedad de sus trabajadores. Tanto las empresas autogestionarias 
en la Yugoslavia del presidente Tito en los años sesenta como las Comunidades Industriales del Perú de los años setenta no 
pudieron sostenerse en el tiempo.
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te coartando la libertad empresarial y 
acotando los derechos de propiedad. 
Una vez más, la preservación de las 
condiciones de competencia debía ser 
una política pública, que se adecue a 
las circunstancias, más que un princi-
pio constitucional, caracterizado por 
su permanencia y su virtual inmutabi-
lidad. Es así que las empresas que in-
vierten en investigación y desarrollo 
podrían requerir temporalmente posi-
ciones de monopolio12. Situaciones de 
monopolio pueden resultar también 
del hecho de que las empresas de la 
competencia no puedan asumir los 
costos de ingreso a un mercado dado 
o que hayan quebrado, como lo hace 
notar Ferrufino (2008).

La prohibición constitucional de 
oligopolios es todavía más difícil de 
justificar. Para comenzar, se confron-
ta la dificultad de definir qué es un 
oligopolio. La respuesta dependerá 
mucho del sector bajo investigación 
de prácticas oligopolísticas. Es de 
hacer notar que la estructura de los 
mercados es endógena, y parcial-
mente determinada por los derechos 
de propiedad. Dependiendo de los 
derechos de propiedad, existirán los 
incentivos para crear y mejorar los 
mercados, según Acemoglu, Johnson 
y Robinson (2004).

Por último, no basta que el derecho a 
la propiedad privada esté en la Cons-
titución sino que también se necesi-
ta un Poder Judicial, suficientemente 
fuerte y creíble, que lo haga cumplir. 
La conformación del Tribunal Supre-
mo de Justicia y del Tribunal Cons-
titucional Plurinacional tampoco 
augura bien para los derechos de pro-

piedad (ni para otros derechos que 
hasta la promulgación de la NCPE 
eran considerados fundamentales). 
La NCPE debilita considerablemente 
al Poder Judicial. Los jueces de los 
más altos tribunales se elegirán me-
diante voto popular, tienen un man-
dato fijo de seis años y no pueden ser 
reelectos. Las probabilidades de ser 
elegido a las más altas posiciones del 
Poder Judicial aumentan si se ha ser-
vido previamente como jueces de la 
justicia comunitaria13.

El temor está en que los jueces sean 
elegidos en función a su oposición a 
derechos de propiedad, especialmen-
te si se trata de los de compañías ex-
tranjeras, criterio que casi siempre 
tiene una gran aceptación popular 
en el país, por su fuerte tradición na-
cionalista y populista. Esta oposición 
encontrará además asidero, si no en 
la letra, en el espíritu de la NCPE, 
que limita fuertemente la libertad 
económica y su consecuencia natu-
ral, la gran propiedad privada, como 
lo hace notar Molina (2008).

Las disposiciones sobre el Poder Ju-
dicial de la NCPE debilitan también 
los cruciales temas de separación 
de poderes, de rendición de cuentas 
(“accountability”) y de legitimidad, 
porque la elección de los magistrados 
dependerá, más que de competen-
cias técnicas y el respeto a la Consti-
tución y a las leyes, de criterios que 
gozan del favor del electorado y del 
poder político encarnado en el Órga-
no Ejecutivo.

La independencia del Poder Judicial 
y la separación de poderes se verán 
comprometidas. La independencia y 
el control democrático de las actua-

12.  Es por esa razón que muchos países tienen legislaciones de patentes y de propiedad intelectual.

13. Para la calificación de méritos para servir en el Poder Judicial se tomará en cuenta el haber ejercido la calidad de autoridad 
originaria bajo su sistema de justicia.
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ciones del Poder Judicial es siem-
pre un tema difícil, cualquiera sea 
el arreglo institucional, pero lo será 
aun más con las disposiciones de la 
NCPE. Sin separación significativa 
de poderes, los que detentan el poder 
político, en búsqueda de sus propios 
fines, le prestarán poca atención a la 
calidad de las instituciones econó-
micas, particularmente aquéllas que 
muestran un respeto por los dere-
chos de propiedad privada.

El panorama se complica aun más 
con las aplicaciones de la democra-
cia participativa que aparecen en la 
NCPE. Ella establece en efecto, que 
el pueblo soberano, por medio de la 
sociedad civil organizada, participará 
del diseño de políticas públicas. Un 
problema mayor es que no están de-
limitados los conceptos de sociedad 
civil organizada ni de control social. 
Ferrufino (2008) observa, con toda 
razón, que estas disposiciones pue-
den conducir a una explosión de pre-
siones corporativas. Las presiones 
corporativas se ejercerán tanto sobre 
el poder ejecutivo como sobre el po-
der legislativo. Existe el bien fundado 
temor de que los poderes del Estado 
sean capturados por grupos corpo-
rativos que persiguen fines particu-
lares y sin que instancia alguna les 
pueda exigir rendición de cuentas. 
Los derechos de propiedad son parti-
cularmente vulnerables al activismo 
corporativista en cuanto pueden ser 
percibidos como otorgando benefi-
cios que pudiesen ser redistribuidos. 
Aún bajo la hipótesis benévola de un 
comportamiento verazmente demo-
crático, una democracia participati-
va y populista puede dar lugar a que 
los ciudadanos más pobres usen su 

poder para exacciones delas utilida-
des de los productores, con lo que se 
desalentarán las inversiones empre-
sariales14.

3. La extensión  
de la esfera estatal  
en la NCPE
Idealmente la Constitución debe es-
tablecer un equilibrio apropiado en-
tre el Estado y el sector privado. El 
Estado tiene por función velar por el 
interés colectivo, pero si la intromi-
sión estatal es excesiva, se desalen-
tará al sector privado. La NCPE se 
aleja del principio anterior y tiene 
un sesgo estatista. Tiene también, 
de manera latente, los elementos del 
modelo de capitalismo de Estado que 
Bolivia siguiera entre 1952 y 1985, y 
cuyo estrepitoso fracaso culminó con 
la hiperinflación de la década de los 
ochenta15. La NCPE suaviza, empero, 
el modelo de capitalismo de Estado 
introduciendo las instituciones de 
economía comunitaria y poniendo 
un fuerte énfasis en la visión de de-
sarrollo como “libertad”.

El artículo 316 extiende fuertemente 
la esfera estatal de la economía. Co-
mienza estableciendo un sistema de 
planificación integral, que abarcará a 
todas las unidades territoriales. Ade-
más, establece el principio de que 
los planes de desarrollo se harán con 
participación ciudadana. Este prin-
cipio, que parece muy democrático, 
plantea dificultades de coordinación 
casi insuperables. La planificación 
no será solamente indicativa para el 
sector privado, sino que será compul-
siva. Según Ferrufino (2008) ésta se 

14. La argumentación anterior se basa en Acemoglu (2003).

15. Referencias al modelo boliviano de capitalismo pueden encontrarse en Morales y Sachs (1990), Morales (2001) y Morales 
(2003).
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sino también al sector privado. En 
efecto, el plan general de desarrollo 
es obligatorio para todas las formas 
de organización económica. Está la 
pregunta de si planificación integral 
significa planificación centralizada. 
Las experiencias históricas con pla-
nificación centralizada han sido muy 
negativas. Si planificación integrada 
significa principalmente una coordi-
nación de los programas de inversión 
de las empresas públicas y de las en-
tidades territoriales, se tratará más 
bien de un ejercicio presupuestario 
multianual, que tiene méritos bien 
conocidos.

El artículo 316 ratifica también el 
principio de que le corresponde al 
Estado dirigir la economía y regular 
la producción, distribución y comer-
cialización de bienes y servicios. De 
manera especial, hace hincapié en 
la dirección y control de los sectores 
estratégicos de la economía. No se 
define, empero, cuáles son los secto-
res estratégicos. 

La NCPE extiende fuertemente la pro-
piedad estatal desplazando a la pro-
piedad privada de muchos sectores. 
Esta participación podría dar lugar al 
desplazamiento del sector privado de 
actividades en las cuales estaba has-
ta ahora. Las empresas estatales ten-
drían ventajas, como la de tener una 
restricción presupuestaria débil, que 
harían que las empresas privadas no 
puedan competir con ellas.

La NCPE vuelve a reiterar la pro-
moción prioritaria de la industria-
lización de los recursos naturales 

renovables y no renovables16. La in-
dustrialización per se no es buena ni 
mala. Si ella genera un valor agrega-
do positivo y comparable con el de 
otras actividades, es ventajosa; si  el 
valor agregado que genera es muy 
pequeño o aun negativo a precios in-
ternacionales (lo que puede suceder 
cuando el valor de la materia prima, 
a precios internacionales, es mayor 
que el valor del producto elaborado, 
también a precios internacionales), 
no lo es más. 

Se subraya en el texto constitucio-
nal la participación del Estado en la 
industrialización y comercialización 
de los recursos mineralógicos me-
tálicos y no metálicos17. Es de hacer 
notar que, contrariamente a lo que 
se dispone para los hidrocarburos, la 
participación estatal en la refinación 
y comercialización de minerales no 
excluye el sector privado.

No sólo que se extiende la intromisión 
del Estado en la economía, desplazan-
do al sector privado por el artículo 316 
inciso 3, sino que los artículos 20, 45 
y 359 excluyen a las empresas priva-
das de los sectores de servicios bási-
cos de agua y alcantarillado, así como 
de administración de los servicios de 
seguridad social, o limitan fuertemen-
te su participación en la explotación 
dehidrocarburos. La NCPE prohíbe la 
privatización o concesión de los ser-
vicios de “seguridad social pública” 
(artículo 45, párrafo VI). 

El artículo 312 inciso II, que dispone 
que “todas las formas de organiza-
ción económica tienen la obligación 
de generar trabajo digno y contribuir 

16. La industrialización de las materias primas producidas en el país ha sido un tema recurrente en los planes de desarrollo, 
desde 1956, y en las políticas públicas.

17. De esta manera, la NCPE recoge una vieja demanda de la izquierda tradicional boliviana, que data de los años siguientes a la 
Revolución Nacional de 1952 y que se plasmara durante la presidencia del general Ovando en la construcción de la fundición 
de estaño y la constitución de la Empresa Nacional de Fundiciones (ENAF). Es de hacer notar que ENAF estuvo bastante lejos 
de ser una empresa exitosa.
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a la reducción de las desigualda-
des y a la erradicación de la pobre-
za”, rebasa lo que normalmente son 
funciones específicas de la empresa 
privada. Si bien es cierto que las em-
presas son depositarias de intereses 
(“stakeholders”, en inglés) que van 
más allá de los de los accionistas, ad-
ministradores y trabajadores, la pri-
mera obligación es a los accionistas. 
La responsabilidad social es un tema 
recurrente de las empresas moder-
nas, pero ese artículo lo hace obliga-
torio en vez de que sea voluntario. La 
reducción de las desigualdades y la 
erradicación de la pobreza, por otra 
parte, son más bien objetivos de las 
políticas públicas que de las políticas 
empresariales.El artículo 309 sobre 
la libertad de empresa no despeja es-
tas ambigüedades.

En suma, la NCPE contempla una gran 
extensión del Estado en la economía, 
no sólo planteando una planificación 
centralizada aún si participativa sino 
y sobre todo participando (¿sin limita-
ción?) directamente en la producción 
de bienes y servicios. El tono general 
del texto es también muy nacionalista 
y es así que se prioriza a la inversión 
boliviana frente a la inversión extran-
jera, abandonando el principio moder-
no de “terreno nivelado”.

4. Los recursos 
naturales en la NCPE
Ferrufino (2008) hace notar que “los 
temas relacionados a una visión de 
desarrollo basada casi exclusivamente 
en los recursos naturales predominan 
en lo económico”. Añade más ade-

lante: “con esto constitucionalmente 
se define un patrón de desarrollo que 
no funcionó en el pasado en Bolivia y 
tampoco en otras regiones del mun-
do”. Isham et al. (2005), entre otros, 
señalan los problemas causados por 
el rentismo asociado con los recursos 
naturales, especialmente mineros e 
hidrocarburíferos, en economías con 
instituciones débiles.

La explotación de recursos naturales 
por el sector privado tiene condi-
ciones muy estrictas, y es especial-
mente con relación a los recursos 
naturales no-renovables que la NCPE 
insiste en la propiedad estatal. Es así 
que el artículo 356 estipula que “las 
actividades de exploración, explota-
ción, refinación, industrialización, 
transporte y comercialización de los 
recursos naturales tendrán el carác-
ter de necesidad estatal y de utilidad 
pública. Aun teniendo el carácter de 
necesidad estatal y de utilidad públi-
ca podrían ser dados en concesión 
al sector privado. Pero esto está ex-
presamente prohibido, para la mayor 
parte de los casos, por la NCP. Para 
el aprovechamiento de los recursos 
naturales el Estado solamente podrá 
suscribir contratos de servicios o de 
asociación con empresas privadas, 
nacionales o extranjeras. En el se-
gundo caso obliga, empero, a éstas a 
la reinversión de las utilidades eco-
nómicas en el país18.

La NCPE reitera el principio de que 
los hidrocarburos, cualquiera sea su 
estado, son de propiedad estatal, es 
decir, la propiedad estatal es sobre 
los stocks y los flujos. Esta propiedad 
es además inalienable. 

18. Esta disposición podría aparecer como un disuasivo a la inversión extranjera, pero ha de tomarse en cuenta que la frase 
“utilidades económicas” es ambigua. Si se trata de utilidades según normas de contabilidad y de la legislación que regula los 
registros contables, efectivamente la obligación de reinversión es un desincentivo. Si se trata de utilidades según la teoría 
económica, de éstas deben ser deducidas las retribuciones al capital y a la administración, y, en principio, son iguales a cero 
o muy cercanas. Por lo tanto no habría discusión. 
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dicción con el espíritu estatista que 
impregna a la NCPE, se debilita el 
principio del dominio originario del 
Estado sobre los recursos naturales, 
que aparece en todas las constitu-
ciones latinoamericanas, incluyen-
do obviamente las de Bolivia, desde 
la Constitución mexicana de 1917. 
Urioste (2008) piensa que este prin-
cipio queda eliminado.

El artículo 349 de la NCPE estable-
ce que los recursos naturales son 
de propiedad y dominio directo del 
pueblo boliviano y que corresponde 
al Estado su administración en fun-
ción del interés colectivo. Más ade-
lante, el artículo 351, numeral III, 
establece que la gestión y adminis-
tración de los recursos naturales se 
realizará garantizando el control y la 
participación social en el diseño de 
las políticas sectoriales. El artículo 
352 va aun más lejos al señalar que 
“la explotación de recursos natura-
les en determinado territorio esta-
rá sujeto a un proceso de consulta 
a la población afectada, convocada 
por el Estado, que será libre, previa 
e informada… En las naciones y 
pueblos indígenas originarios 
campesinos, la consulta 
tendrá lugar respetan-
do sus normas y proce-
dimientos propios”. La 
NCPE no determina si 
la consulta es vinculan-
te o no. Es de hacer no-
tar, empero, que si ella 
no fuera vinculante, la con-
sulta sería percibida por las 
poblaciones afectadas como 
no teniendo razón de ser. 

Con los artículos cita-
dos se está concediendo 
atributos de propiedad 

a las naciones y pueblos indígenas 
originarios campesinos. La propie-
dad y dominio originario delEstado 
sobre los recursos naturales serían 
compartidos con comunidades loca-
les, por una parte, y los intereses par-
ticulares de las naciones y pueblos 
indígenas pudiesen no coincidir con 
el interés colectivo, por otra. Como 
Ferrufino (2008) hace notar, la NCPE 
incorpora una discriminación con-
solidando un derecho que excluye al 
resto de la sociedad.

Una cosa muy diferente a lo ante-
rior es el principio de que la nación 
o pueblo originario afectado por la 
explotación de un recurso natural 
sea adecuadamente compensado 
por los daños ambientales que pu-
diesen emerger de esa explotación. 
El artículo 353 de la NCPE recoge 
parcialmente este principio al esti-
pular una participación prioritaria 
de los beneficios a los territorios 
donde se encuentran estos recursos 
y a las naciones y pueblos originario-
campesinos. Se ha de rescatar en la 
NCPE, siguiendo a Gargarella (2009) 
su clara defensa de la preservación 

del medio ambiente y de los ex-
traordinarios recursos natura-

les con que cuenta el país 
(y la región). Gargarella 
(2009) subraya que la 
NCPE “considera a tales 
recursos como bienes a 
proteger por y para las 
presentes y futuras ge-
neraciones”. 

Sin participación directa del 
Estado en la propiedad de la 
explotación de recursos na-
turales no serán posibles 

nuevas inversiones en el 
sector. En el caso de los 
hidrocarburos, solamen-
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te se pueden acordar contratos de 
servicios o de asociación Se acorda-
rán contratos de servicios entre YPFB 
y otras empresas, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras,a cambio de 
un pago. La NCPE no especifica el tipo 
de pago. Si el contrato es de servicio 
de riesgo, como típicamente lo son es-
tos contratos, la empresa contratista 
de YPFB pone el capital y asume los 
riesgos, pero es retribuida en hidro-
carburos. El contrato no sería muy 
diferente en sus implicaciones de un 
contrato de producción compartida o 
aun de uno de regalía e impuesto a la 
renta, excepto por el muy importante 
factor de que la compañía contratista 
no puede aducir derecho propietario 
alguno sobre los hidrocarburos produ-
cidos, lo que le impide contabilizarlos 
entre sus activos para la valoración en 
bolsa de la empresa19. El no goce de 
este derecho expectaticio podría di-
suadir a las inversiones.

YPFB puede también conformar “aso-
ciaciones o sociedades de economía 
mixta, de riesgo compartido, siempre 
y cuando la empresa estatal tenga una 
participación accionaria no inferior 
al 51%”. No obstante la estructura de 
propiedad mencionada, la distribu-
ción de riesgo y utilidades depende-
rán de las cláusulas específicas de los 
contratos. Si, en fin de cuentas, la li-
mitación de las empresas contratistas 
a contratos de servicios de riesgo o a 
participaciones accionarias minori-
tarias no tiene ex post implicaciones 
muy diferentes a las de otros tipos de 
contratos más convencionales, pero 
ex ante les quita una ventaja (la de 
no poder valorar en sus activos) que 
no tiene consecuencias para el país, 
por qué establecer disposiciones que 

solamente limitan a las inversiones 
de buena calidad.

Ferrufino hace notar correctamente 
que “siendo que el régimen consti-
tucional en materia de recursos na-
turales involucra contingencias de 
diversa índole, como los daños am-
bientales, la participación en el sec-
tor implicará riesgos judiciales [lega-
les] muy altos e imprevisibles, lo que 
podría ser un factor que ahuyente 
el capital de este sector productivo” 
(Ferrufino, 2008:24). Añadamos que, 
si bien estas disposiciones no siem-
pre ahuyentarán a la inversión, es 
casi seguro que habrá de producirse 
un deterioro en la calidad de los in-
versionistas.

Por otra parte, las disposiciones ci-
tadas, si acaso, pueden tener sen-
tido en el contexto de una política 
pública adaptada a altos precios y a 
una fuerte demanda internacional. 
Pueden no tenerlo si la coyuntura 
cambia hacia bajos precios y que sea 
necesario otorgar incentivos para la 
producción y la inversión. No valía 
la pena cerrarse las puertas con can-
dados constitucionales. Más extra-
ñamente todavía, la calificación de 
delito de traición a la patria en caso 
de incumplimiento de las condicio-
nes para los hidrocarburos (artículo 
125, inciso 2 y artículo 359, párrafo 
II) inhibirá la firma de contratos por 
funcionarios nacionales, lo que a su 
vez impedirá acordar con las empre-
sas inversionistas. Para los otros re-
cursos naturales las condiciones son 
un poco más flexibles.

El artículo 357 de la NCPE refuerza la 
disposición de que los contratos con 
las empresas internacionales (y aun 

19.  Una explicación muy clara de las similitudes y diferencias, económicas y legales, de los distintos tipos de contrato se encon-
trará en Radon (2007).
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registros contables los recursos natu-
rales bolivianos en cuya explotación 
participan. No pueden utilizar estos 
recursos como medios para opera-
ciones financieras de titularización o 
seguridad. La anotación y registro de 
reservas es una atribución exclusiva 
del Estado. 

El tratamiento en la NCPE del otro 
recurso norenovable: los minerales, 
difiere del de los hidrocarburos. Esta 
diferencia, según Molina (2008), se 
debe a la naturaleza de la producción, 
que, en el caso de los minerales, está 
a cargo de muchos productores, que 
además son mayoritariamente nacio-
nales, mientras que en el caso de los 
hidrocarburos la producción está con-
centrada en algunas pocas empresas 
(generalmente extranjeras). Si bien 
el artículo 369 recoge el principio del 
dominio originario del Estado sobre 
las riquezas minerales, cualquiera sea 
su estado, mediante la suscripción de 
contratos otorgará derechos mineros 
en toda la cadena productiva (artículo 
370). Es así que el artículo 370, inci-
so IV, reconoce derechos propietarios 
limitados sobre las inversiones y los 
trabajos de prospección, exploración, 
concentración, industrializacióno co-
mercialización de los minerales o me-
tales.

Los alcances de estos derechos serán 
definidos por ley. El artículo 371 im-
pone, sin embargo, limitaciones a es-
tos derechos al estipular que las áreas 
de explotación minera otorgadas por 
contrato son intransferibles, inembar-
gables e intransmisibles por sucesión 
hereditaria. Estas limitaciones pueden 
afectar a la gran y mediana minería, lo 
que podría disuadir sus inversiones. 

Asimismo lo hará considerar los recur-
sos minerales no metálicos como de 
carácter estratégico para el país.

Las disposiciones relativas a la mine-
ría y metalurgia parecen estar pen-
sadas en función a la pequeña mine-
ría y a las cooperativas mineras. Es 
decir, protegen prioritariamente a 
la minería de subsistencia. Las gran-
des empresas mineras, en cambio, 
podrían ver en las disposiciones an-
teriores restricciones a su actividad 
empresarial, que podrían penalizar el 
aprovechamiento de yacimientos tan 
prometedores como los del litio en el 
salar de Uyuni.

El problema no está tan sólo en que se 
podría desalentar a la gran inversión 
privada en minería sino que se crean 
problemas de selección adversa, en el 
sentido de que solamente las empre-
sas de menor reputación y dispues-
tas a tomar mayores riesgos querrán 
participar en los grandes emprendi-
mientos mineros. Es decir, se podría 
producir un deterioro de la calidad de 
la inversión. Es también cierto que las 
grandes inversiones se vuelven con-
tingentes al mantenimiento de altos 
precios internacionales para los meta-
les, lo que tiene la implicación de que 
ellas se efectuarán con los ciclos de la 
economía mundial.

La explotación forestal está reservada 
a las comunidades originarias campe-
sinas situadas en las áreas forestales. 
Ellas son titulares del derecho exclu-
sivo de su aprovechamiento y gestión. 
Las grandes empresas madereras po-
drían ver coartada su acción retroce-
diéndose en un campo donde se había 
logrado avances notables, incluyendo 
el de la conservación20.

20.  Como lo atestigua el “sello verde” de las exportaciones bolivianas de madera.
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Se ha de subrayar que está en las dis-
posiciones transitorias de la NCPE 
el no desconocimiento de derechos 
adquiridos por el sector privado so-
bre los recursos naturales. Es así 
que los contratos acordados antes 
de la promulgación de la NCPE con 
las empresas internacionales para el 
aprovechamiento de los hidrocarbu-
ros serán respetados.

5. Políticas fiscales, 
monetarias y financieras

5.1 Política fiscal
Urioste (2008) hace notar que en po-
lítica fiscal la NCPE más bien desme-
jora, en su redacción, el principio de 
descentralización fiscal vigente des-
de la Constitución de 1938. No está 
claro en la NCPE el tratamiento fis-
cal de los cinco niveles de gobierno: 
gobierno central y las autonomías 
departamentales, regionales, muni-
cipales e indígenas. Hay muy pocas 
precisiones acerca de los recursos 
que son propios a cada nivel, los que 
son compartidos y las modalidades 
de las transferencias entre niveles.

Una innovación fiscal importante de 
la NCPE es la competencia que se 
otorga a los gobiernos departamenta-
les para crear y administrar impues-
tos de carácter departamental. Los 
hechos generadores de estos impues-
tos no pueden ser análogos a los de los 
impuestos nacionales o municipales. 
Una disposición similar permite a los 
gobiernos municipales crear impues-
tos de carácter municipal. Los hechos 
imponibles por estos impuestos no 
pueden ser análogos a los impuestos 
nacionales o departamentales. Las 
autonomías indígenas no están facul-
tadas para crear impuestos pero sí 

para administrarlos en el ámbito de 
su jurisdicción. La NCPE, si bien con-
templa las autonomías regionales, no 
aporta mayores precisiones al respec-
to con relación a la fiscalidad.

La NCPE mantiene el régimen de 
regalías del once por ciento de su 
producción departamental de hi-
drocarburos para los departamentos 
productores. Los departamentos no 
productores de hidrocarburos y el Te-
soro General de la Nación obtendrán 
también una participación en los 
porcentajes que será fijada mediante 
una ley especial. Es interesante notar 
que no hay referencia al régimen de 
regalías de la minería.

Solamente las regalías del once por 
ciento de la producción de hidrocar-
buros para los departamentos produc-
tores tienen rango constitucional. Las 
regalías sobre hidrocarburos para los 
otros departamentos se fijarán me-
diante ley especial. Más importante 
aun, no se encuentran en la NCPE 
referencias a la coparticipación en 
las rentas nacionales de los distintos 
niveles autonómicos ni de las uni-
versidades. Es de suponer que los 
porcentajes de coparticipación de la 
legislación tributaria hasta la entrada 
en vigencia de la NCPE, de la Ley de 
Participación Popular y la Ley de Hi-
drocarburos habrán de mantenerse, 
porque se han constituido en dere-
chos adquiridos.

5.2 Política monetaria 
y financiera
La NCPE otorga mandato al BCB para 
mantener la estabilidad del poder ad-
quisitivo interno de la moneda para 
contribuir al desarrollo económico y 
social. Se ha de suponer que se trata 
del poder adquisitivo interno de la 
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mandato, sin el adita-
mento de contribuir al 
desarrollo económico y 
social, es típico de las 
legislaciones modernas 
de banco central, y tiene 
ahora rango constitucional. 
Queda por precisar los alcances 
del aditamento mencionado.

La NCPE, empero, reduce las com-
petencias del BCB como autoridad 
monetaria, que estaban dadas por 
la ley 1670 de octubre de 1995. Si-
guiendo la distinción de Debelle y 
Fisher (1995) entre “independencia 
de objetivos” y de “independencia de 
instrumentos”, el BCB ya no tendría 
“independencia de objetivos” en la 
medida en que el Órgano Ejecutivo, 
aunque en coordinación con el BCB, 
determinaría los objetivos de la polí-
tica monetaria y cambiaria del país. 

La NCPE no le da tampoco “inde-
pendencia instrumental” al BCB 
para cumplir con el mandato cons-
titucional de mantener el poder ad-
quisitivo de la moneda. El efecto, el 
BCB tiene que coordinar con el Ór-
gano Ejecutivo las políticas moneta-
ria, cambiaria, del sistema de pagos 
y de administración de las reservas 
internacionales para el cumplimien-
to de su mandato. 

Las disposiciones anteriores diluyen 
la autoridad monetaria del BCB y la 
hacen compartida con el Órgano Eje-
cutivo. El riesgo está en que las deci-
siones técnicas se politicen, dados los 
objetivos electorales que normalmen-
te tienen los gobiernos. Puede ser, em-
pero, que el Órgano Ejecutivo ceda en 
la práctica toda la política monetaria 

al BCB para evitar tener 
que asumir los costos 
políticos que algunas de-
cisiones en esta materia 
conllevan21.

La función de presta-
mista de última instancia 

del BCB, que es una función 
importante de la banca moderna 

para preservar la estabilidad del sis-
tema financiero, queda en duda por 
la redacción ambigua del artículo 
330, inciso IV. La razón más im-
portante para que un banco solicite 
un crédito de liquidez de un banco 
central es para devolver depósitos 
de sus ahorristas cuando surge una 
crisis de confianza. El banco central 
indirectamente se está haciendo 
cargo, al otorgar el crédito de liqui-
dez, de los adeudos del banco. Las 
operaciones de prestamista de últi-
ma instancia son siempre delicadas 
y están condicionadas por el contex-
to general en el que se desenvuelve 
el sistema financiero, teniendo rele-
vancia especial la regulación finan-
ciera y la existencia de un sistema 
de garantía de depósitos de suficien-
te dimensión.

Si el artículo 330, inciso IV, elimi-
na el papel de prestamista de última 
instancia del BCB, se estará perdien-
do una función esencial de la banca 
central. Si no lo hace, dadas las otras 
disposiciones constitucionales, es 
posible que se vaya al otro extremo, 
dejando toda la responsabilidad de la 
resolución de las crisis bancarias en 
manos del BCB y aun cargándole a 
éste con la responsabilidad de aten-
der a situaciones de solvencia y no 
tan sólo de liquidez.

21. No hay que olvidar que la independencia de los bancos centrales ha nacido, en muchos casos, de la necesidad de delegar 
autoridad a un ente técnico, para evitar costos políticos cuando no hay una mayoría dominante en el poder legislativo en la 
cual puede apoyarse el Órgano Ejecutivo. Para una discusión más amplia véase Bernhard, Broz y Clark (2003).
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Más importante, el artículo 330, inci-
so IV, es demasiado restrictivo para 
atender crisis bancarias. El Fondo de 
Reestructuración Financiera (FRF) 
es demasiado pequeño y, por ende, 
poco creíble, para hacerse cargo de 
la devolución de depósitos a los aho-
rristas de una entidad financiera de 
mediana dimensión, si ésta entrara 
en proceso de liquidación forzosa. 
El FRF, por otra parte, ha sido dise-
ñado para atender crisis idiosincrá-
sicas, es decir, de una entidad finan-
ciera dada, y no crisis sistémicas, es 
decir de una mayoría de entidades 
financieras o grandes entidades fi-
nancieras cuya quiebra arrastraría 
en su caída a otras instituciones fi-
nancieras. En una interpretación 
literal de la prohibición hasta los 
créditos intradiarios para el funcio-
namiento del sistema de pagos no 
podrían efectuarse. El retroceso en 
esta materia sería sustancial.

Especialmente cuando las crisis son 
sistémicas, su resolución exige la uti-
lización de recursos públicos, lo que 
quedaría imposibilitado, por la pro-
hibición contenida en la NCPE. Las 
enseñanzas de la actual crisis inter-
nacional son claras al respecto. Una 
vez más, temas que deberían ser el 
objeto de políticas públicas reciben 
un candado constitucional. Lo que va 
a pasar es que el gobierno que se vea 
en la necesidad de atender una cri-
sis financiera encontrará maneras de 
darle la vuelta a la prohibición cons-
titucional. Desde el punto de vista de 
los intereses del país, la alternativa 
de tener una regulación clara, que, 
en condiciones calificadas y siguien-
do el principio de mínimo costo, per-
mita la utilización de recursos pú-

blicos cuando hay crisis bancarias, 
especialmente si son sistémicas, es 
mejor que la de introducir furtiva-
mente contorsiones a la prohibición 
del artículo 330, inciso IV.

La NCPE, en línea con las mejores le-
gislaciones de banca central, estable-
ce normas de rendición de cuentas 
para el BCB. La transparencia y la co-
municación son elementos esencia-
les de la banca central moderna. En 
cambio, en desacuerdo con las me-
jores prácticas internacionales, quita 
al presidente y al directorio del BCB 
la protección legal que tenían por la 
ley de bancos (ley 1488 de 1993, mo-
dificada el 2001) subrayando su ca-
rácter de servidores públicos, al igual 
que cualquier otro funcionario del 
Estado. El problema radica en que, 
al quitarles la protección legal, los 
hace vulnerables a intimidaciones de 
los que tienen intereses creados en el 
sistema financiero22.

Con relación a la política financiera, 
el artículo 330, inciso I, de la NCPE 
establece que la regulación del sis-
tema financiero se basará en crite-
rios de igualdad de oportunidades, 
solidaridad, distribución y redistri-
bución equitativa. El único criterio 
que queda claro es el de la igualdad 
de oportunidades.

En contradicción con el criterio de 
igualdad de oportunidades, el inciso 
II del mismo artículo prioriza la de-
manda de servicios financieros de 
la micro y pequeña empresa, de las 
organizaciones comunitarias y coo-
perativas de producción. Se estaría 
volviendo a la práctica, esta vez por 
disposición constitucional, de asig-
naciones sectoriales de crédito, que 
fuera abandonada a principios de la 

22. Se ha visto en el pasado que accionistas y administradores de bancos intervenidos o en riesgo de intervención habían encon-
trado que un recurso para evitar la intervención era iniciar juicios penales a las autoridades monetarias y de fiscalización.
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los países por las distorsiones a las 
que daba lugar.

Por otra parte, las entidades finan-
cieras, por el solo hecho de prestar 
servicios en el sistema de pagos, ad-
ministrando cuentas fiscales, estarían 
sujetas a los mecanismos de control 
social y, posiblemente, al de la Con-
traloría General de la República. Se 
estará inhibiendo la oferta de servi-
cios de tesorería así como el mayor 
despliegue geográfico de los bancos 
privados, retardando el desarrollo del 
sistema de pagos y la oferta de servi-
cios bancarios a las poblaciones aleja-
das de los grandes centros urbanos.

Conclusiones
Si bien la NCPE ha sido aprobada y 
promulgada, es también cierto que 
ella está lejos de tener una forma de-
finitiva. La NCPE está todavía en pro-
ceso de modelación. Sus formas más 
permanentes, es decir, que duren en 
el tiempo, vendrán de la lectura que 
hagan de ella los tres poderes del Es-
tado y, en especial, los poderes legis-
lativo y judicial. 

Siguiendo la tradición legal “literalis-
ta” del país, el texto constitucional 
es excesivamente ampuloso y regla-
mentario. Incorpora disposiciones 
que corresponden más a políticas de 
gobierno de naturaleza menos per-
manente. Estas características pue-
den dificultar su aplicación, por lo 
que se puede esperar que se decante 
con el tiempo, a medida que se vaya 
creando en el tiempo una jurispru-
dencia. Paradójicamente, el que la 
NCPE sea tan ampulosa y reglamen-
taria conducirá a que sea más sujeta 
a interpretaciones del poder judicial, 
bajo la premisa de que éste guardará 
algo de su independencia. La aplica-
ción de la NCPE vendrá de un proce-
so y no sólo de su letra.

La NCPE no permite separar, para el 
diseño de políticas públicas ulterio-
res, los problemas de la eficiencia de 
los problemas de distribución. La des-
confianza en instituciones que permi-
tan esa separación, como un poder ju-
dicial fuerte, está presente en todo el 
texto constitucional. Solamente con 
el paso del tiempo se podrá apreciar 
los alcances de las instituciones eco-
nómicas que destruye y las que crea.
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